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RESUMO: Nas linllas seguintes o autor procurará tratar da 
temática da dimensão constitucional do processo de integraÇ<lo, 
para elucidar se os países que integram o Mercosul (como sóci­
os fundadores) encontram-se constitucionalmente equiparados 
e, em conseqüência, normativamente preparados para enfi-en­
tal' o levante de uma potencial estrutura supranacional receptora 
de competências ou poderes atribuídos, cedidos, delegados ou 
transfêridos pelos Estados. Ainda, será ressaltado que a estrutu­
ra institucional mercosulina e o projeto dos mecanismos para a 
solução de conflitos vigentes não seriam adequados para dar 
resposta as exigêncÍas e desafios que pressupõem a existência de 
um mercado comum, e que, n<lturalmente, sen'io quantitativa e 
qualitativamente mais importantes que os que se apresentam a 
partir da fi-agilidade do atual quadro de integração. Finalmen­
te, delinear-se-ão as propostas do autor, uma ideal ou de máxi­
ma e outra de transição, ou de mínima, para algumas 
fálhas ou imperü:ições que evidencÍa o atual sistema solução 
de controvérsias no lvlercosul, em partiCLllar, e o vigente 

,, 
ma institucional, em geral. 

ABSTRACT: In lhe following lines lhe iwthor will try to 
approach t1le constitutional dimension of the integration .. process, to explain ifthe countries that integrate the Mercosul' 
(as partners founders) are compared constitulÍonally and, 
consequently, normatively prepared to confi-ont the rising 
supnl11ational structure. Also, emphasyse that the institutional 
MERCOSUR 's structure and its mechanisms resolution of 

r effective cOl1flicts do not turn out suitable to answer the 
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exigenóes .md challenges that the prospectiva existence ofa 
common markct will /àce and that, naturally, will be quantitative 
and qualitatively more important that those than go offErom 
the fragility of the present integration stage. Finally, the 
proposals ofthe author will be delineatecL an ideal and another 
one oftransition~ to surpass some imperfections that the present 
sy:stem ofsolution ofdivergences in Mercosur, in particular, and 
the effective institutional scheme demonstrates~ in general. 

RESUMEN: las líneas siguientes el autor procurará acercarse 
a la temátic_'a de la dimensión constitucional del proceso de 
Íntegraóón para dilucidar si los países que intcgran el Mercosur 
(como socios fundadores) se encuentran equiparados constitu­
cionalmente y, en consccuencia, normativamente preparados 
para afrontar la erección de una potencial estructura 
supranacional receptora de competencias o potestades atribuido­
cedidas, delegadas o transferidas por aquéllos. Asimismo, se 
pondrá én/àsis en resaltar que la estructura institucional 
mercosurena yel diseno de los mecanismos para la l'esolución 
de conflictos vigentes no resultan adecuados para dar respuesta 
a las exigencias y desafios que deparará la existencia prospectiva 
de un mercado común y que, naturalmente, scrán cuantitativa 
y cualitativamcnte más importantes que los que se disparan a 
partir de la Eragilidad deI entramado integrativo actual. Por 
último, se delinearán las propuestas deI autor, una ideal o de 
máxima y otra de tTél11sición o de mínima, para superar algunas 
fàlencias o imperfecciones que evidencia el actual sistema 
resolutivo de divergencias en el Mercosur, en particular, yel 
vigente esquema institucional, en general. 
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1. Introdução 

EI análisis buscará ingresar en la dimensión constitucional dd proceso 
de integración, elucidar si los países que integran el Mercosur se 
encuentran equiparados constitucionalmente y, en consecuencia, 
normativa mente preparados para afrontar la erección de una potencial 
estructura supranacional receptora de competencias o potestades 
atribuido-cedidas l

, delegadas o transferidas -de acuerdo con la opción 
lingüístico-sustancial que se escoja2 por aquéllos. 

Nos referimos a la opción lingüístico-sustancial que se seleccione, 
por cuanto consideramos que el problema no se agota en la fórmula 
léxica, sino que, ya desde la semántica jurídica, la terminología empleada 
hará variar los y alcances de la 'norma de habilitación'. ASÍ, el 
vocablo 'transferencia' implicará que se atribuyen aI órgano transferido, 
la titularidad y el ejercicio de la potestad; mientras que, si se emplea el 
término 'delegación', podría entenderse que sólo se atribuye su ejercicio, 
reservándose eI poder la titularidad de la mencionada potestad. 

Asimismo, y luego de un rápido balance dd esquema de solución de 
controversias vigente en el Mercosur, se ofrecerán -a modo de propu esta­
dos hipótesis: una de máxima y, la otra, de mínima, para tratar de 
superar algunos de los déficit del sistema actual. 

2. Análisis comparativo de /a normativa constitucÍonal y de 
algunos precedentes jurisprudenciales de los Estados Partes dei 
Mercosur respecto de la relacÍón tratado internacÍonal­
ordenamiento jurídico interno estatal

i 

I 

( 

t 
l Es muy interesante el análisis que formula LOPEZ CASTILLO respecto de lo que denomina el tándem 
conccptual de atribllción-cesión de derivadas de la ConstÍtución a Sl! criterio, emplea el 
art. 93 de la Fundamental CISTILLO, ANTONIO: e integración, Centro de 
Estudios Espana, 1996, 67 Y ss.) 
2 Dcbcmos recordar que el art. 75 inc. 24 de la de 1994) refiere ­
heterodoxamente a nuestro criterio~ a la deleg,1cÍÓll de conlpetenCla5 yjuri;:dic(:ión 
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Comenzamos con un interrogante: Los Estados Partes del Mercosur, 
c:pretenderán verdaderamente constituir un mercado común? Dicho de 
otra forma, (existirá real voluntad política de avanzar hacia un estadio 
integrativo con lazos más intensos y compromisos más firmes?3 

Si así aquéllos deberán encarar una nivelación constitucional 
que valor preferente -en el contexto de las respectivas pirámides 
jurídicas- a los tratados internacÍonales en general (incluidos los de 
integración regional). La equiparación exigible, trasuntable en la existencia 
de una cláusula de habilitación dei propio derecho interno estatal, 
adquiere igualmente relevancia a poco de detenerse a pensar en que, den­
tro del cúmulo asimetrias observables entre los países miembros dei 
Mercosur, subyace una de enorme gravitación: la jurídica, uno de cuyos 
principales signos estriba en la diversa connotación valorativa que la 
jurisprudencia los tribunales nacionales asigna a los tratados 
internacionales en su relación con el derecho interno. 

Analizaremos sucesivamente los casos de Argentina y Paraguay, por 
una parte, cuyas respectivas Constituciones contienen normas específi­
cas para definir la naturaleza jerárquica de los tratados; y, posteriormen­
te, la situación deI tándem Brasil-Uruguay, sistemas caracterizados por la 
inexistencia preceptos constitucionales que determinen en forma ex­
plícita el emplazamiento de los tratados de cara aI derecho interno. 

3. La situacÍón en Argentina y Paraguay 

A. Argentina 

Respecto del primero de los puntos sobre los que llamamos la atención 
(rango prioritario de los tratados internacionales en el esquema normativo 
interno), la República Argentina ha dado un audaz paso adelante, pues 
en su última reforma constitucional (de 1994) ha adjudicado a los trata­
dos internacionales (incluídos los de integración y las normas que se 

nrosnectlva: la dimensión constitucional de! proceso 
aXj{)!oí;lCa en favor de la jurídica comunítaria y de la proteccíón de los 

10/12/98, Buenos Aires adelame: Bs. lis.], República Argentina [en 
10/16; "El Mercosur en la dimeusión constitucional de! proceso 

aXl()!01;lca a favor de la comunitaria". Pensamiento constiWao­
UUlVC';lI.",IU Católica de! Perú, Fondo Edit. 1999, Lima, Perú, págs. 305/338; 

"HaCla la pervívenCla dei Mercosur: nivelación constitucional, establecímíento de instituciones supranacionales 
de los derechos humanos", en el libro colectivo coordinado por GERMÂN J. BlDART 

ConstittzcÍollai dei siglo XXI. Diagnóstico y perspectivas, 
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dicten en su consecuencia) una jerarquía superior a la de las leyes nacionales 
-vÍd. artículo constitucional 75 ines. y 24-, aI tiempo que ha acordado 
jenrrquía constitucÍonal a once instrumentos internacionales sobre derechos 
humanos (enumerados en el citado art. 75 inc. 22) ya los que en el futuro .. recepten tal valía4

, solución que -visualizada genéricamente- desnuda la 
opción axiológica de la Ley Fundamental argentina en favor de la 
entronización del principio pro homÍné . 

Además, y por imperio dei aludido art. 75 inc. 24, se faculta al Congreso 
a aprobar tratados de integración que deleguen competencias6 y jurisdicción 
a organizaciones supraestatales en condiciones de reciprocidad e igualdad, 
y que respeten el orden democrático y los derechos humanos; con lo que el 
precepto habría brindado habilitación constitucional para la creación de 
tribunales supranacionales receptores de la jurÍsdÍccÍón delegada (terminología 
que, más allá de alojar alguna imprecisión, es la escogida por la Ley Funda­
mental), lo que exigiría -en orden aI análisis de compatibilidad- una 
hermenéutica funcional, integradora y homogeneizante de dicha norma en 
su interrelación con el art. 116 de la Constitución Nacional. 

Como dato factico adicional aI expuesto, deberá contabilizarse el 
sesgo en favor de la preferente situación de los tratados internacionales 
dentro dei esquema normativo nacional, brindara la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación pre y post reforma constitu­
cional de 1994. Por ejemplo -y sin ánimo de taxatividad-, podrían 

aludido art. 75 inc. 22 de la Constitución argentina se ha adicionado la Convencíón 

Desaparíción Forzada consagrada por la 24Q

• &amblea OEA, 

celebrada el 9 de junio de 1<)94 en Belem do Pará, BrasiL Tal Convención fue aprobada por la Nac. N' 


de 18 de octubre de jerarquía constitucional por conducto la Ley 

24.820 (B.O. de 29 de mayo 

de la ubicación de los tratados internacionales luego de la reforma constitucional 1994, ver 
"EI interés wperior dei nii\o como criterio de atribución de la tenencia de los hijos", La Ley, r 

1997-C, Bs. As., Rep. Arg., págs. 659 y 55.; "Nuevamente sobre el interés superior deI nii\o", Li 
Lev, T I, Mendoza, Rep. Arg., noviembre de 1997, 160/163; "EI interés superior de! 
contrapunto entre [os derechos de los padres biológicos dei matrimonio que ejerce la guarda pre,adoptl'fa 
dei menor", L, de Derecho 05/11/98, Bs. As., Rep. Arg., págs. 
" Es Consejo para la Consolídaóón de la '-'L'.au'",.<­

cia' ai Congreso de la Nación la de delegar 

i 
[ 
,. sup,ranldClomlles, conforme lo la Constitución", advirtiendo que "si tal 

cl tratado en virtud de! cuaI se comperenoas 
legalidad Constitución 

art. 
lIlll:IIl'lC10Jldl'CS superiores a la Corte Suprema Justicia 
ordenamÍento jurídico positivo a los tratados internacÍonales Y, f'd>ULL""''''eó'UL, 

Costa Rica" (Refi)J'1m constituciorw/: Dict;l1nCll prcHmin/1r de! Consolid.Jcíc'n Demo­
cracw, ed.; Eudeba, Bs. As., Rep. Arg" 1986, pág;s. 82/83). 
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traerse a colación las sentencias recaídas en los casos "Ekmekdjian, Miguel 
A. c/ Sofovich, Gerardo y otros" (07/07/92); "Fibraca Constructora S.c.A. 
c/ Comisión Técnica Mixta de Salto Grande" (07/07/93); "Cocchia, Jor­
ge D. c/ Estado Nacional y otro"7 (02/12/93); "Hagelin, Ragnar c/ Po­
der Ejecutivo Nacional s/ Juicio de conocimiento" (22/12/93); "Cafés La 
Virginia S.A. s/ Apelación" (10/10/94); "Giroldi, Horacio David y otro 
s/ Recurso de casación" (07/04/95) -inter ald-. 

B. Paraguay 

Similar cobertura tuitiva a la implementada en Argentina, podría extraerse 
de una Ínterpretación dinâmica deI art. 145 de la Constitución dei Paraguay 
(de 1992) y su conexión con los arts. l37 y 141 ibid, de la que puede inferirse 
la primada de los tratados, convenios yacuerdos internacionales aprobados 
y ratificados, sobre las leyes dictadas por el Congreso. 

Aquel art. 145 prevé que la República del Paraguay admite -en 
condiciones de igualdad con otros Estados- un orden jurídico 
supranacional que garantice la vigencia de los derechos humanos, la 
paz, la justicia, la cooperación y el desarrollo, en lo político, económico, 
social y cultural. Por su parte, el art. 137 establece un orden prelativo de 
disposiciones que considera como integrantes del derecho positivo 
nacional, en el que -luego de entronizar en su cúspide a la Constitución 
Nacional- enuncia a los tratados, convenios y acuerdos internacionales 
con anterioridad a las leyes dictadas por el Congreso, con 10 que los 
mencionados instrumentos internacionales -debidamente aprobados y 
ratificados- tendrían una jerarquía supralegal mas infraconstitucional, 

7 Ejemplificativamente, en "Cocchia" dijo la Corte: "El Tr<1tado de Asunción de 1991 ratificado por la ley 
23.981, que establece el Mercowr, constituye la culminación de nn de toma común de conciencia 
entre las naciones de la región, y es una clara definíción de que el ordenamiento jurídico 
interno no contradecir, dificultar u omitir el1 su práctica" (ver resena en La Ley, T~ 
j 994-D, Bs. Rep. Arg., sumo 2958, pág. 683). Hemos reíerencia ya que se nos oemre 
LUIISUluve un valioso contrapunto con lo que -tal como veremos intra- decidió el 

Brasil in Te: "Carta Rogatoria N' 8.279-4, República Argentina", sentencia de 4 
dei Protocolo de Medidas C2utelares deI Mercosur. 
de interesante lo resuelto por la Corte ejemplo, 

Valles, Fernando Pescio, A, M." en el que 
distingo 
fUl1cionan como común, 'u llltt:rpretaclon 
de! recurso En superacÍón de tal cri teria, -mayoritariamente- SOS[UVo que 12 naturaleza 
federal deI tratado alcanza a su contenido, siendo irrelevante que la matelÍa deI tratado sea de las calificadas 
como derecho común, nada de e110 puede enervar la sustancia federal que aquê]as poseen en virtud de 
su Euente V.gr., considerando 10 dei voto en mayoría). 

sentado el abandono de! 
según el cual cuando las normas 
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apuntalada por el propío art. 141 íbid, que preceptúa que "los tratados 
ínternacíonales válidamente celebrados, aprobados por ley deI Congreso, 
y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, 
forman parte deI ordenamiento legal interno con la jerarquía que deter­
mína el artículo 131' (cursiva nuestra). 

De e110 emerge que los tratados internacionales dirigidos a pautar 
algún aspecto relativo aI mentado orden jurídico supranacíonal (como 
podría ser e! establecimÍento de un Tribunal de tal índole o e! nacimiento 
de un mercado común) tendrían -cuando menos teóricamente- una 
jerarquía superior a la de las leyes nacionales. En apoyo de nuestra 
interpretación, y en orden a retratar la importancia adjudicada a la 
creación de un orden jurídico supranacional -y su vinculación con la 
protección de los derechos humanos- en e1 decurso del proceso 
preconstituyente, el convencional sostuvo: "... el Orden Jurídi­
co Supranacional es un progreso dentro del concepto de la solidaridad 
de! hombre y de la humanidad; es una forma de establecer parámetros 
en que el hombre deja de lado su nacionalismo para insertarse en un 
orden internacional en que los derechos humanos son reconocidos 
como de carácter internacional ..."9. 

4. La situacÍón en Brasil y Uruguay 

Ya en cuanto a los déficit que arroja el balance del derecho compa­
rado de los países que integran el sistema mercosureno, baste puntualizar 
que los principales escollos a superar serán los criterios jurisprudenciales 
cristalizados en Brasil y Uruguay (además de algunas carencias normativo­
constitucionales10), los que, haciendo gala de una suerte de concepción 
dualista, emplazan a los tratados internacionales en una situación de 
precaria estabilidad, con lo que se pone en evidencia la inexistencia de 
una "atmósfera" propicia para plantearse la posibilidad de crear órganos 
supranacionales entre los que se inc1uya un Tribunal permanente, pues 
-permítasenos recordar- e! derecho comunitario tiene como caracteres 

lO 

predominantes su autonomÍa y e! directo y la aplícación inmediata 

DiaJio de SesÍones, 1\" 26, República dei 
5115 fúnd"mentosí, Edit, LatinData, Paraguay, 19'12, pàg. 145. 

111 En sentido, ejemplificativamente, las Constituciones de Brasil y Uruguay no cuentan con dísposíciones 
que fijen la ubicación de los tratados intemacionalcs en relación con los respectivos ordenamientos jurídicos 
internos. 
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de sus normas, características que -en conjunto- convergen hacia la 
prevalencia dei orden jurídico comunitario en reIación con las normativas 
internas de los Estados que integran eI espacio regional de que se trate. 

A modo ilustrativo, recordamos que en el marco comunitario europeo, 
la mentada preeminencia surge de la jurisprudencia deI Tribunal de 
Justicia a partir del famoso caso "M. FIaminio Costa c. ENEL" (de de 
julio de 1964), aI tiempo que eI carácter de efecto directo proviene dei 
precedente sentado por el mencionado órgano jurisdiccional in re "Van 
Gend & Loos" (de 5 de febrero de 1963). 

Pasemos, sÍnmás, afOlmular unabreve referencia a la situación en BrasilyUruguay. 

A. Brasil 

En la relación tratado internacional - ConstÍtución no cabe duda de 
la prevalencia de ésta sobre aquél, toda vez que en función dei art. 102, 
inc. Ill, 'b', de la Ley Fundamental los tratados quedan sometidos -aI 
igual que las leyes- aI control de constitucionalidad, de 10 que 
BASTOS extrae como consecuencia la imposibilidad de que Brasil se 
someta a un orden jurídico supranacional, dada la supremada dei derecho 
constitucional interno sobre el derecho internacionapl. 

Nuestra anterior consideración atinente a las asimetrÍas jurídicas, en 
particular respecto de Brasil, no es voluntarista ni tendenciosa. Basten 
para ilustrar dicha apreciación, las siguientes palabras proferidas por un 
profesor universitario de aquel país, luego de propiciar la reforma de la 
Carta Magna federal: "En lo que atane a la Constitución brasilena, se 
impone eliminar las exigencias de exequatur de cartas rogatorias y de 
homologación de sentencias extranjeras por el Supremo Tribunal Fede­
ral, resquicio nacionalista, xenófobo, incompatible con eI proceso de 
integración"12. En idéntico sentido, un diplomático dd vecino país ha 
afirmado que la aceptación de la jurisdicción de organismos 
supranacionales es extrana a la tradición jurídica de Brasil, ya que "entre 
nosotros prevalece una visión marcadamente soberanista (sic) en cuanto 
aI ejercicio de la jurisdicción estatal" 13 • 

; I CAPUTO B,\ST()" C,WLOS EDUARDO: "O de lllt"graçao da hierarquia 
constitucional dos tratados", Estudos Intf'pT.,,6n N fi»UU"~ctU Brasileira de da Integração, 
Brasília, Brasil, 1997, pág. 17. 
12 GRECO, LEONARDO: "Solucíón de controversias y segurídad jurídica en d Mercosur". dei lvfclt'OS111' 

institucional-, N' 3,Insteco Fundación Andina, 1997, Bs, As., Rep. 151. 
FURJAN ARDEc;G'lY, ROBEICO: "lnstituciones y seguridad jurídica en el Mercosur", ibidem [nota 58. 
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Lo expuesto requiere aclarar que la homologación de las sentencias 
extranjeras y la concesión de exequatur a las cartas rogatorias compete 
en forma originaria aI Supremo Tribunal Federal-S.T.F.- (cfr. art. 102.'h' 
de la Constitución de Brasil). En tal sentido, ejemplificativamente y tal 
como dicho Supremo Tribunal resolviera, V.gr., en la causa 'Recurso 
Reglamentario en Exhorto N° 7.618-8, República Argentina'14, en el 
sistema brasileiio impera la competencia exclusiva de tal órgano.. 
jurisdiccional tanto para la homologación de sentencias extranjeras 
como para la concesión del exequatur a los exhortos. La aludidat homologación es constitutiva, pues otorga una eficacia asimilable a la 
del acto jurisdiccional deI foro a la sentencia extranjera que no la tenÍa 
y, además, únicamente el S.T.F. tiene competencia para resolver sobre 
eIla. No deja de ser importante aclarar que el fallo reseiiado versaba 
sobre una cuestión en la que se invocaba la aplicación deI 'Protocolo de 
Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, 
Laboral y Administrativa'ls -conocido como Protocolo de Las Leiias-. 

Si a todo e110 se aiiade la circunstancia de que Brasil aún no ha 
ratificado la Convención de Viena sobre eI Derecho de los Tratados, no 
es diflcil avizorar el cuadro de situación deI que surge cuál es la actitud 
brasileiia de cara aI plexo de instrumentos internacionales; posición 
que deberá modificar radicalmente si pretende consolidar el esquema 
integrativo y avanzar en la concreción de un mercado común. A esta 

r­	 altura deI análisis, conviene recordar que el art. 4, parágrafo único, de su 
; 	 Ley Fundamental establece: "La República Federativa deI Brasil buscará 

la integración económica, política, social y cultural de los pueblos de 
América Latina, con vistas a la formación de una comunidad 
latinoamericana de naciones". 

Elocuente resulta la jurisprudencia del S.T.F., en cuanto a la 
consolidación de un criterio que tiene por justo que "los actos 

r internacionales, una vez regularmente incorporados aI derecho interno, , 	 se sÍtúen en mismo plano de valida y etlcacÍa de las normas 
infTaconstitucÍonales (... consagrándose) la tesis ( ...) de que existe, entre 
tratados internacionales y leyes internas brasileíias, de carácter ordinario, 

" El falIo puede consultarse "n Revista de Derecho dell'vfercosur, Afto 1, 2, septiembre de 1997, La 
Bs. As., Rep. Arg., págs. 275 55. 

Dicho Protocolo fue Argentina, Brasil, A su turno, en 
2.067, el 12/11/96, y de la Unión, 
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mer,,1 reJación de parídad normatÍval6 
" (cursiva nuestra). Y, si existe paridad 

normativa, naturalmente será de aplicación el criterio cronológico en 
virtud del cual Jex posterior derogat prior, o el parámetro de especialidad 
(la ley especial deroga a la ley general), con el consecuente detrimento de 
la virtualidad aplicativa del tratado internacional, dado que su ya precario 
destino vivencial estará continuamente amenazado por el potencial dictado 
de una ley posterior (o, en su caso, especial) que lo abrogue o modifique l7 

• 

En realidad, tal solución reconoce como génesis el acople de dos 
precedentes: uno, de 1971, ventilado en el 'Recurso Extraordinario N° 
71.154' (cit. en nota 16) -relator: OSVALDO TRIGUERO-, en el que -según 
FONTOURAl8 

- el razonamiento del Supremo Tribunal radicó en analizar 
la Constitución en forma colectiva y, por tal vÍa y utilizando un juicio 
analógico, se colocaba aI tratado a la misma altura de la ley ordinaria, 
esto es, categorizando a ambos instrumentos como leyes de idéntica 
naturaleza; otro, de 1977, aI resolver el 'Recurso Extraordinario N° 80.004' 
(cit. en nota 16) -relator: ]AvrER DE ALBCQUERQUE-, que conduyó que la 
Iey ordinaria posterior aI tratado podía modificar a éste. Agrega FONTOCRA 
que, en este último fallo, se utilizó una forma elegante para aplicar un 
criterio dualista usando eI razonamiento de la teoría monista, ya que si bien 
no se negaba la existencia dei tratado, se argumentaba que, por la fuente 
diversa, internamente prevalecería el ordenamiento jurídico nacional, sin 
perjuicio de la responsabilídad estatal en el campo internacionaP9 . 

DE ALBUQUERQUE MELLO crítica la precitada tendencia, considerándola 
un verdadero retroceso y manifestando que la gran mayoría de los votos 
que fundamentan la sentencia mencionada en último término se 
sustentan en autores antiguos y dualistas, como es eI caso de TRIEPEL2o • 

Tribun.l1 Federal de Brasil, in Carta Rogatoria N~ 8.279A, 
cia de 4 mayo de 1998. En idéntico sentido, vid.: RE N' 71.154; RE N' OV.'JUCf··,)e, 

acordão mino CUNHA PF.:XOTO; ADI N' 1.480-DE, reI. mino CELSO DF. MELLO; KfJ 70/333; 
(La Ley, Bs. As., Rep. Arg., 4/6). 

" párrafo transcripto adquicre en cuanto de! 
Mercosur, de pensar que se trata de! dei Supremo de 
exequiltur llna rogatoria que sustentaba en e1 Protocolo de Medidas aprobado por 
Conscjo Mercado Cornún -GM.C-, es deeir, uno de los Protocolos que componen el acervo normativo 
mercosureilo. Con posterioridad a tál falIo, e! mencionado Protocolo fue incorporado aI ordenamíento 

de! vecÍno medio deI Decreto N' 2.626, de 15 de junío de 1998. 
de controversías en eI derecho comunitario. Los impasses en la construcción de 

SoIucÍóll de cOlltroversÍJs, de! Seminario 'Solución de controversías y medios 
para la rcsolución de los de intereses" As.,15 16 de noviembre de 1995), edit. 

Minísterio de Relaciones Exteriores, Comercio y Culto, As., Rep. Arg., 1996, pAgo 28. 
IdE11l. 
DE Ar.HL:QlJERQUE MaLO, CEL,O D.: Cw;m de Direito 11lremacíonaJ PúbIíco, Vol. I, 10º ed. actualiz. 

ampl., Renovar, Río de Janeiro, Brasil, 1994, pág. 105. 

http:Tribun.l1


Afiade que el hecho de que la Constitución brasilefia omita expedirse 
sobre el particular sólo signiflca que la jurisprudencia pasa a cobrar un 
papel más relevante, pero no que ésta pueda ignorar la actual tendencia 
del derecho en esta materÍa y adoptar, por tal vía, una concepción de 
soberanía que -aI menos entre los juristas- desapareció en 191921 • 

Cabe reconocer que algún sector doctrinario ha aclarado que dicha 
tendencia juriSprudencial habría quedado mitigada, aI resolverse que la 
ley posterior no deroga aI tratado sino que sólo suspende la vigencia de 
las normas de éste que resulten incompatíbles con la ley22. Sea como 
fuere, nos parece que dicho criterio no permite ilusionarse ya que no 
aporta demasiado para superar la cuestión, por cuanto el tratado inter­
nacional anterior quedará siempre a merced la ley interna posterior, 
sea que ésta lo de rogue o "congele" o suspenda su aplicación. otras 
palabras, y como con claridad lo sintetiza CAPUTO BASTOS, mientras 
Brasíl no defina constitucionalmente la naturaleza jerárquica de los 
tratados (aI modo como lo hicieron Paraguay y Argentina), "todos los 
tratados estarán siempre en la incómoda posición de espectador teme­
roso del hecho legislativo sobreviniente y sometidos ai judicial review"23 . 

Cerramos este acápite evocando que en un interesante trabajo, CASAll 
BAHIA acota que considerando los equívocos, oscuridades y omisiones 
deI régimen de los tratados internacÍonales en el ordenamiento jurídico 
brasilefio, diversos artículos de la ConstÍtución Federal deberían ser 
modificados, incIuyendo en tal elenco susceptible de potencial enmienda 
a los arts. 4, 5, 49, 84 y 15 L Específicamente respecto deI art. 4, 
propone la incorporaóón del § 3o, en el que se permita a la República 
Federativa de Brasil la celebración de tratados de integración regional o 
la delegación de competencias a organización internacionales, en 
condiciones de igualdad y reciprocidad con otros Estados y mediante la 
aprobación de la mayoría absoluta de cada Câmara deI Congreso; agrega 
que las normas fijadas en tales tratados y las decisiones dictadas por las 
aludidas organizaciones tienen jerarquía constitucional, salvo en lo to­
cante a la materia individualizada en el art. 60, § 4 0 

• 

Tribunal de Justicía el Recurso 
Cuyo Relator filtra el ministro EDUARDO 

[ntern"cionais no Direito Brasileiro, Editora Forense, Río de Janeiro, 

.. 
el Diario 

CAruru op. cit. l 67/69. 
CASAL! BAEIA, SAULO JOSÉ: 

Brasil, 2000, pág. 162. 



Gànsidernc10nes acerca de 13 prospccliY3. dei 

sistema de soluciôn de conlroversias dei Merco$ur 

B. Uruguay 

Un poco más diáfano -pero no exento de nubarrones- aparece el 
firmamento constitucional uruguayo, pues si bien existe consenso en el 
sentido de que el Tratado de Asunción no ofrecería una incompatibilidad 
con la Ley Fundamental de ese país (que entrara en vigor en 1967), sobre 
todo en la presente etapa integrativa caracterizada por la 
intergubemamentaJidad como conectivo de los órganos mercosurefíos, no 
existe acuerdo absoluto acerca de si una profundización delligamen signada 
por la transferencia de competencias en favor de organismos supranacionaIes 
habilitados para emitir normas de aplicación directa, inmediata y preemi­
nente sobre el derecho interno, resultaría inconstitucional, en particular -vis­
à-vis la previsión dei art. 4 de la Ley Fundamental (ai que in!i-a referiremos). 

AI respecto, y por la postura negativa, GROS ESPIELL ha sostenido: 
"desde el momento en que los órganos se integran con individuos 
independi entes de la voluntad de los Estados signatarios, como es el 
caso de los tratados de integración europea ( ...) la cuestión se hace más 
dificultosa, obJigando a encaraI; en eJ caso de Unzguay, una reforma 
constitucional para poder l/egar a admitir esa posibilidacJ25 

" (cursiva 
nuestra). En favor de la posición que admite la constitucionalidad de la 
dimensión supranacional, se ha expedido LANDONI SOSA, quien entiende 
-a partir de lo que denomina una interpretación evolutiva, lógica y 

, 5027cefíida a los arts. 6 párrafo y 33228 de la Constitución de aquel 
país- que Uruguay está habilitado "para integrar una comunidad de 

GRllS Es,;IE~~, Hi'CTClR: "EI Tratado de Asunción: Una aproximadón a Sll probkrnál:ica 
Facult'ld de Ds'redw, N' 1, Universidad de República, Montevideo, 

LANDONI SOSA, ÂNGEL: "La soIución de conflictos en eI Mercosur", RevÍsta 
Platil, Afio XXXIV, N 54, Bs. As., 
una conversación informal que sostuviéramos con el Dr. nos manifestaba 

consiste en la careneia de una norma en la Constitución de dicho país que 
ueuega<:lUIl de competencias o de soberanía en entidades supranacionales. 

Fm.lIllO.lIIU. propenderà a la efectiva 
complementaClón sus servlClOS 

ConslItucÍolldJ y PofJtico, Serie y N" 


de DerecllO 

Artículo que, en SlI pertinente, preceptúa: "EI Estado orientará comercio exterior de la l'-ClJUlIlILJ 

V'"."'"""V las productivas cuyo destino la exportación o que reemplacen a 

reconocen a los individuos, 
e imponen deberes a Ias públicas, no deíarán de aplicar,e por 

será suplída recurnendo a los fundamentos de análogas, 
doctrinas generaImente admitidas" (ibidem, págs. 

160 



Estados latinoamericanos, con órganos supranacionales cuyas decisiones 
se apliquen en forma directa e inmediata en la esfera interna ( ...), así 
como la supremacía del derecho comunitario sobre el derecho inter­
no"29. En abono de esta tesis, parecieran expedirse DROMI, EK:\1EKD]IAN 
y RIVER.!\, quienes entienden que la reforma constitucional de 1967, aI 
incluir un segundo inciso aI art. 6 (que -como viéramos- principia 
manifestando que "La República procurará la Íntegración social y eco­
nómica de los Estados latinoamericanos ..."), ha incorporado una cláu­
sula programática que brinda plafón para entender que dicha integración 
socioeconómica importa "necesariamente la delegación de prerrogati­
vas legislativas a cuerpos comunitarios"30. Como otro elemento de 
análisis, justo es reconocer que eI artículo constitucional 431 -aI que se 
inoculara un concepto rígido y absoluto de soberanía-, habría recibido 
una cierta mitigación con eI prealudido segundo párrafo dei art. 632 

• 

Naturalmente que, en orden a evitar suspicacias y superar 
interpretaciones ambivalentes, la mejor solución estribaría en propiciar 
una reforma constitucional cuya literalidad no brinde espacio para alo­
jar dudas y que, explícitamente, consagre la pauta de habilitación dei 
derecho interno uruguayo. Así lo han entendido y 
CORREA FREITAS34 

, quienes juzgan deseable la existencia de una norma 
constitucional que en forma clara y precisa determine la aplicación 
preferente, directa e inmediata de las decisiones de los órganos 
comunitarios en eI seno jurídico uruguayo, así como la supremacía dei 
derecho comunitario sobre el derecho constitucional intern035 

• 

En el interregno hasta el dictado de tal retorma constitucional -si es que 
algún dia se cristaliza- persistirán las interpretaciones duales aI influjo de 
una visión doctrinaria no uniforme y, sobre todo, a partir de algunos falIos 
jurisprudenciales que parecieran dar la espalda a la postura optimista, que 

LAi'iDOi'ii op. cit., págs. 
lU DROM:, ROBERTO; EKMEKD]íAi'i, Á. Y R1VERA. JULIO G.: Derecho CommlÍtarÍo, Ediciones Ciudad 

Argentina, Bs. As., Rep. Arg., 1995, 46 . 
.lI Dicha norma "La toda su 	 I" Nacióll, a la que 

el derecho exclusivo de establecer sus leyes ... 
LlFREsn, ROBERTO PEDRO: COI1stiwciolles dei A1ercosur, Ed. Bs. As., Rep. Arg., 1997, pág. 15 . 

•1.1 LAI"-'DONl 50:;A) 332. 

q CORREA FRElTAéi, ante L1 Constitllción Uruguaya", L.J.U., r CIII, Sección Doetrina, 

1991, 13; aludido por LANDONl SOSA, op. cÍt, 332, nota 13 y SlI reenvio a not2. 6.


" 	 de ser sintomático que reforma uruguaya el 08/12/96 (Dú,úo 
no inc1uyera un preceplO explícito en tal sentido. algunas informaciones, si bien 

prumgCI1l"illc·me la introducción de una norma de tal calibre, la mísma eliminada en 
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entiende compatible con la Ley Fundamental la existencia de órganos 
comunitarios. Es que a poco de Ieer ciertos fundamentos consolidados 
por la jurisprudencia uruguaya, verdaderamente queda muy poco espacio 
para la euforia. Seleccionamos uno, que -con alegado apoyo en 
JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA y SUPERVIELLE-, reza: " ... cabe compartir la tesis que 
la 1ey ulterÍor a1 tratado, inconciliab1e con éste, supone su derogación 
..." (cursiva nuestra)36. Las coincidencias con la concepción dualista 
brasileiía surgen 5in mayores esfuerzos; además, y si se repara en que la 
autora de tal sugestivo párrafo fue, nada más y nada menos, que la 
Suprema Corte de Justicia del Uruguay, huelgan mayores comentarios. 

5. Rápido balance 

EI breve recorrido que acometiéramos por los pliegues del derecho y 
la jurisprudencia comparados de los países que integran el Mercosur, 
pone aI descubierto una heterogeneidad de soluciones que conspira 
contra la posibilidad de cumplir los ambiciosos propósitos declamados 
-particularmente, d advenimiento de un mercado común-, por 10 que 
-si los objetivos anunciados son sinceros y si confluye la voluntad 
política- no dejaría de ser aconsejable intentar una nivelación constitu­
cional y Jurisprudencial, que brinde sólido sustento para que germine 
saludablemente el modelo integrativo seleccionado. Concretamente, y 
para los casos de Brasil y Uruguay, ello podría lograrse por conducto de 
sendas reformas constitucionales, que despejen toda duda acerca de la 
viabilidad de un proceso integrativo serio, con instituciones 
supranacionales receptoras de competencias o atribuciones dispensadas 
por los Estados Miembros. 

ColateraImente, no queríamos dejar de mencionar que un elemento 
que podría tener relevancia crucial en la futura delineación dd esquema 
integrativo mercosureno, es la entronización deI principio de 
subsidiariedad como mecanismo de distribución de competencias en­
tre el ente comunitario y los Estados miembros, tal como se estableciera 
en el art. 3.B, párrafo segundo, Tratado Constitutivo de la Comunidad 

Suprema Corte de Justicia del Uruguay, in "G.5.,]. con A, dei U, y CU. SA, Reinstalación, Casación", 
Ficha 357/989, Montevideo, 20 de junio de 1990, El texto de la sentencia verse en Rev1stJ 

Derecho Constitucional y Politico, r VII, N~ 37, junio-julio 1990, LJruguay, págs, 
EI transcripto Iuce en pág. 38, 

162 

L-__________________________________________________________________________________,_____________________----­



,. 

Europea37 

- T.C.E.-, "como modo de combinar esfuerzos y evitar la 
tendencia hacia el centralismo burocrático"38. Naturalmente que, de 
consagrarse tal principio, éste deberá engarzarse con el de 
proporcionalidad 39 

, para que ambos interactúen en equilibrado 
contrapunto, alejando el riesgo de que la entidad comunitaria se exceda deI 
marco competencial que a su respecto prefigurara eI tratado constitutiv040 

• 

6. Panorama deisistema actualde soIuaón de controversias en eIMercosUI 

Las limitaciones de espacio y objetivos dei presente trabajo nos impiden 
evocar los lineamientos normativos que gobiernan actualmente el siste­
ma de solución de controversias en el Mercosul". 

Sólo recordaremos que, a pesar de que el31 de diciembre de 1994 culminó 
el período de transición fijado primigeniamente, continúa en vigencia el 
Protocolo de Brasilia -P.B.-, dado que, aunque se aprobó el Protocolo de 
Ouro Pret041 -P.O.P.- que introduce ciertos cambios en la estructura 
institucional mercosurena, e1 mismo no ha instrumentado modificaciones 
sustanciales aI modelo resolutivo de conflictos. Cabe recordar que por el art. 
43 del Eo.P. se dispuso diferir la revisión de dicho mecanismo de solución 
de controversias, con vistas a la adopción deI sistema pernlanente aI que 
aluden e1 Ítem 3 del Anexo III dei Tratado de Asunción y el art. 34 del EB., 
para antes de que expire el proceso de convergencia del Arancel externo 
común (recuérdese que éste debe alcanzarse aI 1 de enero de 2006)42. 

Porción de! prcccpto, que dispone: "En los ámbitos no sean de ,u competencia exclusiva, la Comunidad 
intervendrá, conforme aI principio de sólo la medida en que los objetivos de la acción 
pretendida no pueclan ser a1canzaclos de manera los Estados miembros, consiguicnte 
pucdan debido a la dimensión o a los efectos la acción contemplada, a comunitario" 
A Tratado de (firmado e12 de octubre de 1997), la nueva numeración que corresponde 
a norma es e1 art. 5 dei T.C.E. 
Debe claro conducto de! art. 12 dei mencionado Tratado de I\mibleliuaIIl, 

una nueva para el articulado dei T.c.E. y de! Tratado de la Unión 
en cada caso que en el se haga referencia "lguna norma de! T.C.E. o 
numeración anual 

t 

•, 
~ 

otros mecanismos de solución de controversias, V.gr.: el Consultas a la Comisión de Comercio dei ,. Mercosur (dI. Directiva ",. el Acuerdo sobre Arbitraje Comercial Internacional para los Países 
Miembros dei MerCOSUl eI Acuerdo sobre Arbitraje Comercial Internacional el 
mClCU'UJ, la República de Chile (Decisiones Nu; y 15/99); el Régimen de 
Solución Controversias 11 deI ACE e1 Solución de Controversias 
Mercosur·Chl1e (Anexo 14 dei ACE 35; N'" 61/99 y 

lbládo de lu colJsolidádos de los Tratados 
las Comunidades de 
" Art. 3.B, párrafo lercero, art. 5}, 
necesario para alcanzar los objetivos dei 

Fid. El on:!"n;W"!EniCU 

Europea, de Publicaciones Oficiales de las Comunidades Europeas, J..AU,CUIWUI 

il El P.O.P. fue ratitlcado 
setiembre de 1'195, 

Ceiíimos e1 aI esquema delimitado por las previsiones dei P.E. y el P.O.F.; sin embargo, existen 
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Sobre e1 arduo problema de1 actual esquema de solución de controversias, 
y computando que hubo que esperar un prolongado lapso para que se 
emitiera el primer laudo arbitral en e1 ámbito de lo estatuído por el P.B. 
(10 que se concretó el28 de abril de 1999), creemos oportuno recordar que: 

§ Es sumamente complicado y alambicado; 
§ dificulta el acceso de los particulares, quienes deben soportar un 

camino plagado de obstáculos para ver satisfechos sus intereses, además 
de la aleatoriedad dei destino de sus reclamos, que pueden quedar estan­
cados en los pliegues de algún organismo burocrático; 

§ no resuelve los potenciales conflíctos que pudieran suscitarse: entre los 
propios órganos del Mercosur; entre êstos y los Estados Partes; entre aquêllos 
y los particulares; o directamente entre particulares (ya que sólo prevê probables 
controversias entre Estados Partes y entre êstos y los particulares); y 

§ más allá de que el propio P.B. exprese que los laudos arbitrales son 
"obligatorios" (sic, art. 21.1), dicha obligatoriedad es sólo nominal, pues 
el cumplimiento de la decisión dependerá en todo momento de la 
buena voluntad deI Estado violador43 

, alentando -elípticamente- a los 
intfactores a persistir en su actitud incumplidora de las obligaciones 
internacionales oportunamente asumidas, quienes albergan la íntima 
convicóón de que ninguna sanción real y tangible les será aplicada, 
dadas la fragilidad e inocuidad intrínsecas del sistema"4. 

'1 Hasta donde sabemos, Brasil aúnno cumple con la Im])OSICIC>ll laudo dei Tribunal Arbitral 
Ad liocdel Mercosur (controversia que versaba sobre 17 de diciembre de 1997 y N° 
7 del20 de fébrero de J998 de! Departamento de )npn(·"(ln<P' de Comercio Exterior de la Secretaría 
de Comercio Exterior [SECEX]: nIJllGllClUIl Restrictivas aI Comercio Kc(:ínroco,") 
En relación con e1 tercer laudo en la controversia individualizada como de 
medidas de salvaguardia sobre nm,d",-to,s textiles [Resolución N· dei Ministerio de y 

a la orden allí cont.enida, 
y Obras y Servidos Públicos, por 

Convención de Viena sobre el Derecho 
l11ternacional sobre 

omisiva frente a la de 

Obras y Servicíos Públicos"), 10 de marzo de 2000, Argentina dia 
UCI'J\"muo la ResolucÍón N' entonces Ministerio de 

de! .Y!inisterio de Economía. 
i'w·oIT,pnllp por 

recaer como consecuencia 
cumplimiento una de aquella índole, en actitud de conculcación dei principio pilcta 

sen·alld" (art. 26 ibid). 
Cabe acotar que el cuarto laudo de! Tribunal Arbitral Ad lioc ele! Mercosur (en controversia identificada 

Hl'uCiluvu de Medidas Antidumping contra la de enteros, provenientes de Brasil, 
r,-ço,VllLLlL'" N' 574í2000 dei Minisrerio de Economia de República expedido el2VOSí2001, 
y luego de r(saltar la aplicabilidad de! principio de "vigencia reconoce la 
responsabilidad internacional deI Estado íncumplidor por ta falta incorporacÍón oportuna las normas 
Mercosur frente a los Estados que sí cumplido punto 117). Inclusive determina que, de conformidad 

buen,l fe, los Estados deben de redizar acciones que por su nan:raleza se 
el propósito de la norma aprobada pero aún no incorporada (ídem). 

COl1 el 
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Además, la inexistencia de un órgano de justicia permanente y eI hecho 
de que eI Tribunal Arbitral pueda tener diversa composición frente a cada 
caso que se presenta (en virtud de se trata de un órgano ad hoc), aloja el 
serio riesgo de obtener soluciones distintas para casos similares (es decir, 

... respuestas intercadentes), con el correspondiente demérito de la seguridad 
jurídica; eUo, sin omitir que dada la amplitud de la redacción del texto del 

t 
P.B. respecto de la conformación de las listas para la integración del Tribu­
nal Arbitral (arts. 9, 10 y ccds.), queda latente la posibilidad de que los 
Estados Partes incluyan en ellas a funcionarios gubernamentales, con el 
estigma que dicha posibilidad conlleva en el sentido de la potencial falta de 
imparcialidad en el accÍonar del aludido órgan045 

• 

Asimismo, no debe soslayarse la circunstancia de que el actual siste­
ma de solución de diferendos toma como uno de sus parâmetros 
referenciales -con algunas modificaciones, fundamentalmente, en tor­
no del reclamo de particulares46 

- aI modelo del Acuerdo de Libre Co­
mercio entre EE.UU. y Canadá (FTA: Free Agreement), concebido 
para una zona de libre comercio, es decir, insuficiente para superar las 
disputas que podrían presentarse en un grado más avanzado deI continuum 
integrativo, como lo supondría la implementación un mercado común. 

No deja de ser útil remarcar que los Estados Partes y, por natural 
extensión, los órganos mercosurenos han advertido algunas de las 
defecciones deI sistema; aSÍ, y por citar sólo un ejemplo, en el marco del 
'Relanzamiento del Mercosur' se dictó la Decísión N° 25/2000 del 
Consejo Mercado Común -C.M.C.-, relativa aI 'Perfeccionamiento del 
sistema de solución de controversias deI Protocolo de Brasilia', por la 
cual se instruía aI Grupo Mercado Común -G.M.C.- a fin de que realice 
-a través del Grupo Ad Hoc Aspectos Institucionales- un análisis y 
presente -originariamente antes deI 10/12/200047 

- una propuesta inte­
gral relativa aI perfeccionamiento dei aludido Protocolo. En dicha 
Decísión, y sin perjuicio de la consideracÍón de otros temas que pudieran 
ser propuestos por los Estados Partes, el C.M.C. disponía el examen de 
los siguientes temas: perfeccionamíento de la etapa posterior aI laudo 

alerta Aw>iSO GARCÍA, R:CARDO: Th1t;/do de Libre Comercio, A1clrosury C011lunidad 

el punto, ver 
Madrid, Espana, 1997, 67. 

MARCELO: particulares y €I MerCOSUL El Protocolo de Brasília para la 
so!ucÍón de controversias", La Afio LVI, N" 31, 13/02/92, Bs. As.• R~'P. pág. L " 

Por medio de la Decisión (dei 14/12/2000) se dispuso prorrogar el plazo en la 
Decisión N· 25/2000 hasta fecha la siguiente reunión dei GM.G Finalmente, el término ha sido 
prolongado hasta noviembre de 2001. 
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arbitral: cumplimiento de los laudos y alcance de las medidas 
compensatorias; criterios para la conformación de las listas de expertos 
y árbitros, y para su designación en cada caso; mayor estabilidad de los 
árbitros; alternativas para una interpretación uniforme de la normativa 
Mercosur; y agilización de los procedimientos existentes e 
implementación de procedimientos sumarios para casos determinados. 

Para finalizar el análisis de este tramo del trabajo, creemos provechoso recor­
dar que, en orden a "garantizar la seguridad jurídica" del proceso y la "efeci:ividad" 
de los mecanismos previstos por el P.R, el C.M.C. aprobó en Río de Janeiro (el 
10 de diciembre de 1998), la Decisión NQ 17/98, que contiene el 'Reglamento 
del Protocolo de Brasilia para la solución de controversias en el Mercosur'. 

Entre otras consíderaciones a su respecto, REY CARO indica que se 
acuerda carácter "reservado" (cfr. su art. 41) a toda la documentación y 
actuaciones vinculadas a los procedimientos establecidos en el Protoco­
lo de Brasilia y en el Reglamento, y a las sesiones del Tribunal Arbitral, 
con excepción de los laudos arbitrales que deben ser publicados en el 
Boletin Oficial del MerCOSUL AI respecto, cabe preguntarse si esta reser­
va es sine die o sólo ha sido establecida mientras los mecanismos de 
solución de controversias se están aplicando, interpretación esta última 
que considera la más aceptable48 

, y con la que coincidimos. 
AI considerar que el instrumento en comentario en algunas cuestiones 

ha ido más allá de establecer una "reglamentación" de las normas ya 
existentes, para introducir verdaderas modificaciones, el autor citado en 
último término se pregunta si una Decisión del Consejo Mercado Común 
constituye una vía adecuada para modificar un acuerdo o tratad049 

• 

7. Repensando cÍertas alternativas para superar las dekccÍones 
dei sistema de solucÍón de controversÍas 

modo alguno pensamos que las consideraciones siguientes constituyan 
propuestas demasiado originales o que contengan verdades inconcusas. Muy 
por el contrario, sólo pretendemos efectuar modestos aportes para incentivar 
el debate sobre un problema que, juzgamos, reviste fundamental importancia 
para la consolidación y sana pervivencia del modelo mercosureno. 

A continuación esbozaremos -sólo ilustrativa y aproximativamente­
dos hipótesis aI respecto: una de máxima y otra de mínima. 

"Comentario aI RegIamento dei Protocolo de Brasilia para Ia Solución de Controversias 
de Derecho dei Mercosw; Ano 3, i\" 3, íunio de 1999, L, Ley, Bs, A", Rep, i\rg,. pág, 19, 
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7.1. Hipótesis de máxima 

Naturalmente que la hipótesis de máxima supone, en el marco del 
deseable fortalecimiento institucional deI Mercosur, la entronización 
de órganos supranacionales que incluyan en su seno a un Tribunal 
Permanente de Justicia, 10 que -aI menos teóricamente- posibilítada: 

§ Obtener una armoniosa y coherente interpretación y aplicación de 
aquello que constituye el "acervo integrativo" (tratados constitutivos 
dei Mercosur y normas dictadas en su consecuencia); 

§ una jurisprudencia contradictoria; 
§ el control de legalidad y legitimidad de la normativa comunitaria; 
§ los medios para que sus fallos sean obligatorios yestén revestidos 

de etecto directo y de inmediata y preferente aplicación en e! seno de! derecho 
interno de los Estados Partes (características ínsitas dei derecho comunítario); y 

§ regIas claras, confiables y serias que garantícen la vigencia de 
la seguridad jurídica, el aflanzamiento de la estructura integrativa y eI 
respeto por los derechos fundamentales. 

No es un dato menor considerar que, como mutatis mutandi se ha 
sostenido respecto dei Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, 
eI potencial órgano de justícia mercosureno funcionada como reaseguro 
de equilíbrio dei resto de las instituciones dei esquema integrativo y 
como garantía de la prevalencia y la eflcacia del derecho comunitari050 . 

Dentro dei marco de competencias dei órgano jurisdiccional a ins­
taurar, y en virtud de la calidad que éste receptaría aI quedar entronizado 
como máximo intérprete de los tratados comunitarios, debería pensarse 
en la posibilidad de instrumentar un mecanismo de prejudicialidad 
similar aI establecido por el art. ex 17751 dei T.GE.52 (hoy art. 234, de 

OIEZ DE VELAlm, MANUEL: EI TiibUlli1! deJusticia de las ComtmkLqdes Emvpeas, ;vfadrid, hpafla, 1984, págs. 
SI Norma dispone: "El Tribunal de Justicia será competente para pronunciarse, con carácter preJudICial): 
a) sobre la de! presente Tratado; b) sobre la validez e interpretación de los aetos adc'ptados 
por las de la Comunidad y por el Banco Central Europeo; c) sobre la intcrnr,>t",i 

estatutos de los organismos creados por un aeto dei Consejo, mando dichos estatutos asi prevean. 
"Cuando una cuestión de esta naturaleza ante un órgano jurisdiccional de uno de los Estados 
miembros, órgano podrá pedir aI Tribunal de Justicia que se pronuncie sobre la misma, si estima 
necesaria una decisión ai respecto poder emitir su tà1lo. 
"Cuando plantee una cuestión este tipo en un asunto pendiente ante un órgano íurisdiccional 

decisiones no sean susceptibles de ulterior recurso judicial de Derecho interno, dicho 
obligado a someter la cuestión aI Tribunal de Justieia". 

evitar equívocos terminológicos, debe quedar en claro que -en virtud de! Tratado de Maastriclrt, 

íirmado 7 de febrero de 1992 y que entrara en vigor dI de noviembre de 1993-, "los términos "Comunidad 


sustituirán por los términos "Comunidad Europea':' lcfr. art. G.A.l. -Iroy, art. 8··· 

en nuestro texto utilizamos, mando así corresponde, la abreviatura T.C.E. 
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acuerdo con la renumeración determinada por el Tratado de Amsterdam), 
como modo de coadyuvar aI mantenimiento de la interpretación unifor­
me dei derecho comunitario mercosureno y como reaseguro tuitivo de los 
derechos fundamentales. En tal contexto, podría sugerirse prospectivamente 
que los jueces nacionales que entiendan en un proceso en el que aparezca la 
duda de "comunitariedad"53, estén facultados (y, entendemos, obligados) a 
plantear la cuestión prejudicial aI Tribunal deJusticia, para que éste se expida 
respecto de la interpretación o la validez deI derecho comunitario, quedando 
el órgano jurisdiccional nacional habilitado para dictar sentencia una vez 
que el 1ribunal evacue el reenvío. Por último, y como cabal reaseguro del 
principio de legalidad comunitaria, sería conveniente pautar que la 
declaración que etectúe el Tribunal devenga obligatoria no sólo para el juez 
consuItante, sino también, para el universo de casos aI que sea aplicable la 
norma comunitaria en torno de la cual giraba el procedimiento prejudicial; 
es decir, plasmar el efecto erga omnes de este últim054 

• 

En contexto, sería útil adjudicarle -paralelamente a la contencÍosa­
competencia para emitir opiniones consultivas. 

dirección convergente, y para finalizar este tramo del trabajo, pen­
samos que podría analizarse la posibilidad de depositar en el Tribunal 
comunitario la facultad de estabIecer sanciones pecuniarias sobre los Esta­
dos renuentes a cumplir las sentencias por virtud de las que hubieren sido 
condenados, aI modo como lo ha previsto el art. 171.2, párrafo 3 o, del 
T.GE.55 (el ex art. 171 del T.GE. corresponde aI actual art. 228 ibid). 

7.2. Hípótesís de míníma 

Como hipótesis de mínima, si es que no concurre la voluntad política 
(~comunitaria?) para la creación de organismos supranacionales (entre dIos, 
un Tribunal Permanente de Justicia), y para el caso de mantenerse el esquema 
determinado en el P.B. (y su complementación con el dei P.O.P.), podría 
pensarse en una actualización de dicho modelo, a partír de ciertas premisas 
entre las que, ilustrativamente, podrían incluirse: 

de este tema, ver JIMENO BULNFS, M/IR: La Ctlcstión nrcIIJ(]/{.'.r.JI dei art. 177 TCE, Bosch Editor, 
lJelll_ClUl.la, Espana, 1996, En particular, la cita sobre la duda de corresponde a la pág, 402 
de la obra mencionada, 

Sobre el particular, BULNES, MAR: "Elordenamiento 
y ,me,'"""',,, de validez", ESt1.1diO$ Sob1"(! ord,enalfl1êl1tO ,rurícl1co 

f\J1rversano de Facultad de Derecho, Cniversidad de 

o de una multa coercitiva". 

http:lJelll_ClUl.la
http:nrcIIJ(]/{.'.r.JI


1. La superación del reduccionismo en cuanto a la materia dirimible 
a través deI sistema de solución de controversias, esto es, un 
ensanchamiento deI tipo de conflictos potencialmente sometibles a dicho 
modelo resolutivo de conflictos (arts. 1 y 25 del P.E., con la inclusión que 

.. 	 la parte in fine del art. 43 del p.a.p. formuló respecto de los arts. 19 y 25 
del P.E.). 

2. La agilización de los procedimientos existentes. 
3. En torno del art. 7.1 dei P.E., convendría analizar la posibilidad de 

obviar la negociación directa (autocomposición) y el mecanismo 
conciliatorio corno fases obIigatorias previas aI sometimiento de la cuestión 
aI arbitraje, lo que, en otras palabras, significaría tanto corno que, sin que 
aquellos procedimientos queden automáticamente eliminados, se pueda 
recurrir -para abreviar plazos- directamente a la instancia arbitraP6. 

4. Facilitar el ingreso de los particulares aI sistema de solución de 
controversias, garantizándoles una participación activa y útil en el 
desenvolvimiento de éstas, pues en el modelo actual -y como con acierto 
se ha dicho- sólo se les ha reconocido un "derecho de iniciativa"57, ya 
que a poco de comenzar el procedimiento éste se convierte en eminen­
temente interestataJ58. 

5. Fijar pautas para el perfeccionamiento de la etapa posterior aI 
dictado del laudo arbitral, fundamentalmente, a su cumplimiento o 
ejecución (inclusive concibiendo la posibilidad de instrumentar sanci­
ones pecuniarias escalonadas o progresivas hasta el total acatamiento 
dellaudo) y aI alcance y la especificación de las medidas compensatorias. 

,. La cuestión se vincula con un problema de más vasto calibre: el 
pragmatismo con que los Estados Partes, que, a su vez, se conecta 
con el riesgo que PENA59 denomina corno "aladificación dei Mercosur", 
consistente en el fluir de la idea de que los acuerdos sólo se cumplirán 
"en la medida de lo posible"; lo que no deja de alertar sobre el demérito 
de la seguridad jurídica que tal "aladificación" podría provocar. 

.. 

Protocolo ltlodíficatorío dei Protocolo de BrasIlia y de amo 

N' 123, Secretaria de Postgrado y Servicíos a Terceros, Facultad de 
Ciencias Jurídicas Nacional dei Litoral, Sàntà Pc, Rep. Arg., 1995, págs. 132/133, 
';) DAVERillE, Alliuuo L: HEI sistema de solución de controversms en el Mercosur", LI hJ~r 1992-B, Bs. A", Rep.l'ug., pág. 1048. 

, COllg1f:SO deAGldemús Ibem3111e:nG11JdS 

Sociales Córdoba, Córdoba, Rep. Arg., 1998, pág, 250, 
el Mercosur", fac. cÍt [nota 12], pág, 12. 
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Es dable verificar que se han planteado distintas alternativas para 
superar las defecciones de! sistema. Así, aI solo efecto ejemplificativo, 
mencionamos que pena ha sostenido que se torna necesaria una reflexión 
sobre e! mecanismo de solución de controversias en e! mercosur; en par­
ticular, acerca de la conveniencia de establecer (aI igual que en la 
organización mundial de! comercio un mecanismo que prevea 
una instancia previa de pane!es (grupos especiales) y una de ape!ación 
ante un órgano permanente (órgano permanente de apelación)60. 
Asimismo, en el grupo de alto nivel creado en el contexto deI 
'relanzamiento del mercosur', para operativizar el proyectado 
'perfeccionamiento deI sistema de solución de controversÍas de! protoco­
lo de brasilia', se debaten propuestas con diversos tenor y aristas, entre 
las que cabe mencionar, ilustrativamente, la creación de un tribunal 
arbitral permanente (previendo la existencia de laudos inapelables y 
obligatorios) o la instauración de un tribunal de ape!ación (por ejemplo, 
integrado por cinco árbitros con mandato fijo), eliminando e! carácter 
ad hoc de los actuales tribunales arbitrales. 

8. Conclusão 

1. EI derecho constitucional comparado de los Estados que componen 
el Mercosur y, en algunos casos, la propia jurisprudencia de los respec­
tivos máximos tribunales nacionales, no permiten albergar demasiado 
optimismo en cuanto a la potencial erección de instituciones 
supranacionales para superar el actual conectivo intergubernamental de 
las institucíones mercosurenas. 

Sea como fuere, el sistema vigente de solución de controversias, en 
particular, y el institucional, en general, resultarán cualitativamente insu­
ficientes en una eventual etapa gobernada por un mercado común. La 
prolongación deI statu quo institucional actual es impensable en e! marco 
deI establecimiento de un estadio integrativo de semejante intensidad. 

2. El diseno institucional es rudimentario y desproporcionado (por 
exiguo) a los ambiciosos propósitos que se pregonan, debiendo -desde 
nuestra óptica- ser objeto de un remozamiento si en verdad se pretende 
que esté a la altura de las circunstancias y que ofrezca, en prospectiva, 

"Ellaudo arbitral sobre las salvaguardias en , 1..1 fe}; 10 de mayo de 2000, 
As" Rep, Arg" pág, 2, 
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adecuada cobertura a la seguridad jurídica, despertando la confiabilidad 
de los inversores extra Mercosur y de los propios componentes del esque­
ma integrativo. 

Naturalmente, tal solución dependerá dei despliegue evolutivo del 
proceso de integración, debiendo concebirse a la solución institucional 
como consecuente y no como antecedente de cuya existencia se intuya 
la mentada evolución. Es decir, que los hechos y la voluntad política 
deberán ser los motores que conduzcan a la instalación de institucÍones 
supranacionales permanentes. 

Sobre el particular, UVAGNA ofrece un atractivo enfoque aI entender que 
las mstituciones deben ser vistas como resultantes y no como independientes 
de la demanda y la oferta de coordinación de políticas sociales y económi­
cas, pues si son consideradas como antecedentes de éstas se corre el riesgo 
de "caer en una Ínstitucionalización burocrática-pasiva"61 . 

Como advertencia, deberá quedar claro que ni la proliferación de 
normas ni la de instituciones aparejará per se y de modo automático la 
superación de todos los problemas que plantea Ia integración, si Ias 
transformaciones instrumentadas no reciben sustento en un sincero 
cambio cultural, un verdadero compromiso y una cabal voluntad políti­
ca, que principie por la íntima convicción -en el seno de los Estados­
de que el concepto de soberanía absoluta ha devenido anacrónic062 y 
que en la actualidad resulta cualitativamente superado por la vigencia 
del principio de interdependencía de los Estados63 

• 

Es que, como con clarídad afirma ClURO CALDANl, dado que Ia 
coherencia lógica es más fácil que el orden en la realidad social, la 
armonía de las normas es más fácil que la de los hechos, por tanto, la 
referencÍa exclusiva a las normas sude originar la i]usión de una armonía 
que fácticamente no existeM. 

3. Si convergi era la multicitada y trascendente voluntad política, los 
países fundadores del Mercosur deberían encarar una annonización cons­

economía e instituciones", loco cito [nota 12J, 
FêRI'AI';DO y ROBERTO O.: "Solución de controversias en , Archivos 

Ano 1, N" 2, FundacÍón Foro de! Sur, Bs. As., Rep. 1995, pág. 116. 
Sobre el ver BAZA:I, ViCTOR: "Soberania vs. integración: antinomia superada?", 

Foro de Ano I, N' 1, Arg., de 1993, págs. 4/9; "Mito y 
en la conexión soberanía nacional - regional", de Derecho, Ano I, N" 1, publícación 
auspiciada por la Facultad de Oerecho y Política de la Mayor de San Marcos, Edit. San 
Marcos, Lima, Perú, de 1996, págs. 243/254. 

OURO CALDANl, MiGUEL El DerecllO Universal (Perspecti'Jil para la ciencia jurídica de una nueva era), 
Fundación para las Investigaciones Jurídicas, Rosario, Rep. Arg., 2001, pág. 81. 
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titucional que acuerde valor preferente -en el contexto de las respectivas 
pirámides jurídicas- a los tratados internaóonales en general (incluidos 
los de integración regional) vis-à-vÍs el derecho mtemo estataL 

Además, la equiparación normativa exigible debería trasuntarse en la 
existencia de una cláusula de habilitación en el propio esquema interno 
constitucional, que permita el establecimiento de una estructura 
supranacional receptora de competencias o potestades atribuído-cedi­
das, delegadas o transferidas, de acuerdo con la opción lingüístico­
sustancial que se escoja. 

4. De la progresión fàctica y la evolución cualitativa de la voluntad 
política de sus componentes dependerá el futuro institucional deI 
Mercosur. 

De tal suerte, y como hipótesis de máxima, nos alineamos con quienes 
pregonan la necesidad de establecer instituciones supranacionales para 
abandonar eI mero conectivo intergubemamenta165 y quebrar la absolu­
ta y total dependencia que los órganos del Mercosur rinden a los Esta­
dos Partes. Es que, si el objetivo estriba en la constitución de un merca­
do común, la forma más aconsejable es la ÍnstitucÍonaJizada, en oposición 
a los mecanismos ad hOc!6. En tal contexto, nos expedimos por la 
creación de un Tribunal Permanente de Justicia que, como 
recurrentemente se dijo, podría proveer de importantes ventajas aI siste­
ma, además de aportar seguridad y fortaleza a los particulares y a los 
Estados Partes con menor peso específico dentro dei esquema integrativo, 
procurando la interpretación y aplicación uniformes de las normas 
comunitarias para tratar de eliminar una poderosa asimetría que anarquiza 
el sistema67 

• Un aspecto clave para el eventual êxito de esta propuesta estriba 
en la composición del Tribunal y en el modo como sus futuros integrantes 
sean seleccionados y designados (privilegiando -inter alÍa- las pautas de 
solvencia moral, idoneidad intelectual e independencia de criterio). 

Hasta tanto aquella deseable opóón se corporice -si es que en algún 
momento ello ocurre-, como hipótesis transaccÍonal o de mínima, y 

ejempIo, art. 2 deI 1'.0.1'. que, aI individualizar los órganos mercosureíios que cuentan con 
decísoría, seíiaIa que éstos naturaleza intergubernamental. 

'AU0 évLi1\, IKEs M.: L1 reso!ución cOlltrm'ersias e11 esquemils de illtegración: el caso de! Mercosur, La 
Bs. As., Rep. Arg., 1995, pág. l. 

HORACIO: "So!llcíón de controversías. Contro! de 5UpranacionaIídad normativa (La dísYllntiva 
entre consolidacíón o retroceso en el Mercosur)", La Ley, T- 1995-C, Bs. As.. Rep. Arg., pág. 1015. 
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buscando superar algunas defecciones dei sistema -siempre en la medida 
de las posibilidades de una reforma coyuntural-, propiciamos una 
modificación del P.B. (y eventualmente del P.O.P.) que permita la 
amplificación de las hipótesis que puedan ser canalizadas por medio deI 
mencionado esquema de superación de conflictos; la supresión del carác­
ter oblígatorio de las instancias previas aI arbitraje (negociaciones direc­
tas e intervención deI G.M.C.); la agilización de los procedimientos exis­
tentes; la vigorización de las posibilidades de participación de los particu­
lares en eI sistema de soIución de controversias; y -entre otras premisas­
la fijación de pautas claras que coadyuven aI perfeccionamiento de la 
etapa posterior aI dictado dei laudo arbitral, fundamentalmente, en tor­
no a su cumplimiento o ejecución (inclusive concibiendo la posibilidad 
de instrumentar sanciones pecuniarias escalonadas o progresivas hasta el 
total acatamiento dei laudo) y aI alcance y la especificación de las medi­
das compensatorias. Es que, como con acierto se ha puntualizado, es 
hora de que eI Mercosur pueda ejecutar institucionalmente sus laudos 
contra los Estados condenados68 

• 

5. Retomando la exigencia de la necesaria voluntad política como 
plataforma de lanzamiento de las modificaciones estructurales a 
Instrumentar, es claro que, sin su cabal concurso, todo cambio que se 
implemente sólo servirá para recrear frustraciones y, sobre todo, signi­
ficará una reinvención sofisticada (por su carácter transnacional) de 
gatopardismo, es decir, cambiar todo para que todo continúe igual. En 
otras pala bras, se nos intentará seducir con el espejismo del giro de 
trescientos sesenta grados, que sólo nos colmará de una fugaz euforia, 
pues pronto caeremos en la cuenta de que -en el mejor de los casos­
habremos sido transportados aI punto de partida. 

6. Por último, no cabría soslayar que, cualquiera fuera la decisión que 
se tomara para gobernar el futuro del Mercosur, en éste -como en cualquier 
proceso de integración- será siempre relevante todo cuanto se haga para 
compatibílizar eficiencia técnica con democracia,69 en orden a procurar la 
convergencia de una modulación no traumática de las relaciones que genera 
la tensión mercado, por una parte, y democracia y derechos humanos, por 

ESTOUF, Lus ALEIANDRO: "Un Mercosur sin vados 
18 de abril de 2000, Bs. As., Rep. Arg. El texto dei 

OURO CAf.DANl, op. cÍt., pág. 95. 
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la otra; todo ello en pro de la satisfacción dei valor justicia. 
Insistimos en la necesidad de no obviar la dimensión humanista de 

los procesos de integración, pues en paráfrasis de MONNET -ideólogo de la 
integración europea-, con la comunitariedad no se persigue la mera 
coalición de Estados, sino la unión de hombres70 

, debiendo desterrarse la 
percepción que indica que la perspectiva crematística es la única válida y 
posible para visualizar los procesos de integración. 
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